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INTRODUCCIÓN 
El objetivo pretendido con la elaboración de este trabajo no es otro que poder analizar y estudiar a 
grandes rasgos la reforma que, del Código Procesal Penal, se quiere efectuar. 
La manifestación más reciente es el Borrador del Código Procesal Penal del año 2013, elaborado por el 
actual gobierno -Partido Popular- y cuyo precedente más inmediato es el Anteproyecto de Ley de 
Enjuiciamiento Criminal de 2011, cuya realización corrió a cargo del Gobierno Socialista. 
Sin embargo, a lo largo de los últimos 30 años,  la actual Ley de Enjuiciamiento Criminal que data del 
año 1882, ha sido objeto de hasta más de 44 reformas. En todas ellas o, al menos en la mayoría, ha de 
destacarse un punto en común, otorgar al Ministerio Público la dirección de la fase de 
investigación/instrucción. Esto es, dotar de mayor protagonismo el quehacer del Ministerio Fiscal en 
torno a ésta. 
Para llegar a conocer los fines pretendidos, partimos de un estudio del actual papel del Ministerio Fiscal 
en el proceso penal -sin tener en cuenta su actuación en procedimientos penales especiales, véase 
menores-, y su papel respecto del Juez de Instrucción, dado que como se verá es el actual órgano 
encargado de la fase de instrucción. 
Tendremos en cuenta dos visiones muy dispares, aquellos que discrepan de llevar a efecto esta nueva 
configuración del proceso instructor, y de otro lado, aquella parte de la doctrina que se muestra 
partidaria. En todo caso, el ánimo generalizado es que el actual sistema acusatorio mixto está agotado, 
que la intervención doble de dos sujetos, Fiscal y Juez Instructor, ralentiza el procedimiento, y la 
efectividad que se desea puede no llegar a alcanzarse con éxito. 
Para tener una visión más amplia, hemos de efectuar una comparativa o cuanto menos una explicación 
de lo que se está articulando en torno a nuestros vecinos Europeos. Para ello, traeremos a colación el 
Derecho Comparado fijando nuestro objetivo en Alemania e intentando extraer algunos de los elementos 
de control que se vislumbran en su Ordenamiento Jurídico en torno al Fiscal y la fase de instrucción. 
Como se podrá apreciar el éxito es indudable y son muchos los mecanismos de control que en este 
ordenamiento se han fijado para poder implantar este modelo de investigación donde el director es el 
Fiscal. 
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Finalmente, después de haber establecido todo el análisis que nos precede, concretaríamos a grandes 
rasgos y, concluyendo el óbice de nuestro trabajo en la dependencia del Ministerio Fiscal respecto del 
Poder Ejecutivo, los elementos de control que deben emplearse en nuestro Ordenamiento para poder 
llevar a efecto la pretendida reforma, tan sustancial y significativa, de nuestro Código Procesal Penal. 
En última instancia, encontramos un anexo compuesto de varias entrevistas que he ido realizando a lo 
largo del Practicum ofertado por la Universidad Carlos III de Madrid. Elegí como órgano la Fiscalía 
General de Estado y de ello me he servido, aprovechándome de la generosidad y amabilidad de los 
distintos fiscales, para plasmar sus ideas en torno a la nueva configuración de la instrucción penal. 
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CAPÍTULO I: 
I. Instrucción Penal. Figura del Ministerio Fiscal en la Instrucción del Proceso Penal 
MARTÍN OSTOS1 nos proporciona un concepto parco a la par que acertado de lo que debe de
entenderse por Instrucción, así las cosas, viene considerándola como una fase inmersa en el proceso 
penal que “persigue investigar el delito, con vistas a la preparación del juicio oral. En función de ella, 
posteriormente, se podrá acusar formalmente a alguien y proceder a su enjuiciamiento.”. Es decir, tiene 
unos fines que PASTOR LÓPEZ concretiza en “justificación de la celebración del juicio oral y facilitar 
el enjuiciamiento y la efectividad del mismo”2. 
No obstante, una definición más técnica es la que encontramos en el artículo 2993 de la Ley de
Enjuiciamiento Criminal, que se engloba dentro del Título IV La Instrucción, en su Capítulo primero, 
que lleva por rúbrica “Del sumario y de las autoridades competentes para instruirlo”, y del cual 
SANCHIS CRESPO hace un análisis observando que “constituyen el sumario las actuaciones 
encaminadas a preparar el juicio y practicadas para averiguar y hacer constar la perpetración de los 
delitos con todas las circunstancias que puedan influir en su calificación, y la culpabilidad de los 
delincuentes, asegurando sus personas y las responsabilidades pecuniarias de los mismos”4 
La fase de instrucción no es autónoma, en tanto que la causa que da apertura de la misma ha de 
fundamentarse en la comisión de un presunto hecho delictivo y con la exigencia pública de su posterior 
enjuiciamiento.   
1 MARTÍN OSTOS, J. "Reflexiones sobre la justicia penal en España". En Revista de derecho procesal, cap. VI La 
Instrucción. Núm. 2, abril 2012. Pág. 45. 
2 PASTOR LÓPEZ, M., “El proceso de persecución, Análisis del concepto, naturaleza y específicas funciones de la 
instrucción criminal”. Valencia, 1979, pp. 127-139. 
3
   Real Decreto de 14 de septiembre de 1882, aprobatorio de la Ley de Enjuiciamiento Criminal. 
“Artículo 299: 
 Constituyen el sumario las actuaciones encaminadas a preparar el juicio y practicadas para averiguar y hacer 
constar la perpetración de los delitos con todas las circunstancias que puedan influir en su calificación y la 
culpabilidad de los delincuentes, asegurando sus personas y las responsabilidades pecuniarias de los mismos”.
4 SANCHIS CRESPO, C., “El Ministerio Fiscal y su actuación en el proceso penal abreviado”. Ed. Comares; Granada 
1995, pág. 47. 




Resulta evidente pues, que presenta una función instrumental, preparatoria y subordinada, con una gran 
trascendencia procesal. De la eficacia instructora dependerá el éxito y acierto del enjuiciamiento que de 
ella pende. 
En esta etapa calificada como inquisitiva, el órgano judicial investigador dispone de amplias facultades5. 
Ahora bien, no nos encontramos en presencia de un instructor absolutamente soberano, que dicta 
resoluciones indiscutibles, sin audiencia ni intervención de las partes, amén de que sus decisiones 
generalmente pueden ser revisadas por instancias jerárquicamente superiores e incluso, en otras 
ocasiones, se requiere para su acuerdo una solicitud expresa de las partes. 
En aras a determinar quién es actualmente el órgano encargado de la fase instructora, conviene tener 
presente el artículo 303 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal6 que de su apartado primero nos lleva a 
concluir que el encargado es el Juez Instructor. 
Pese a tal regulación, parte de la doctrina promueve el cambio de competencia, y está llevando a cabo un 
planteamiento distinto manifestándose a favor de que sea el Ministerio Fiscal el director de esta fase 
instructora e investigadora7, y paralelamente abogan por relegar al Juez de Instrucción el desempeño de 
                                                 
5
“En tal sentido, puede ordenar medidas cautelares sobre la libertad y el patrimonio de una persona, acordar la práctica de 
diversas diligencias de investigación(incluso, restrictivas de derechos fundamentales), decretar el secreto de las 
actuaciones durante un plazo de tiempo (excepto para el Ministerio Fiscal), dictar auto de procesamiento (o de 
imputación formal en otros procedimientos), etc.” (MARTÍN OSTOS, J., "Reflexiones sobre la justicia penal en España". 
En Revista de derecho procesal, Núm. 2, abril de 2012. Pp. 25-65). 
 
6
 Real Decreto de 14 de septiembre de 1882, aprobatorio de la Ley de Enjuiciamiento Criminal. 
 “Artículo 303: 
 La formación del sumario, ya empiece de oficio, ya a instancia de parte, corresponderá los Jueces de Instrucción por los 
delitos que se cometan dentro de su partido o demarcación respectiva, y en su defecto a los demás de la misma ciudad o 
población con ellos o por su delegación a los Jueces municipales.” 
 
7 “(...) es importante establecer una clara diferencia entre dos conceptos que habitualmente se entremezclan, la 
investigación y la instrucción. Sobre esto existe ya un desarrollo  entremezclan, la investigación y la instrucción. Sobre 
esto existe ya un desarrollo dogmático elaborado por la doctrina, y muchas veces se entremezclan ambos conceptos, 
confundiendo lo que es la actividad estrictamente procesal, con la investigación o acopio de material probatorio para 
poder sostener una acción penal.” (LÓPEZ Y LÓPEZ, E., "El nuevo proceso penal. La investigación del Ministerio Fiscal 
versus abogado defensor. El juez encargado del control de la acción penal". En Diario La Ley, Nª 7987, Sección Tribuna, 
Editorial LA LEY, 19 de Dic. 2012. Pág. 3 Cap. II: Conceptos básicos.) 
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un papel garantista, en la medida en que se vean afectados derechos fundamentales a raíz de las 
actuaciones manifestadas en aquesta fase. 
Consecuentemente con la afirmación que nos antecede conviene, pues, llevar a efecto un análisis 
respecto de la misma, interesando desarrollar la fase de Instrucción Penal conforme a las competencias 
que actualmente revisten al Ministerio Público. 
A lo largo de la historia del Estado Moderno dos han sido las características que se han mantenido 
permanentemente vivas en torno al quehacer del Ministerio Fiscal, de un lado su condición de órgano 
público promotor de la justicia, esto es, de postulación procesal; y de otro lado, su carácter de defensor y 
garante de la legalidad en la sociedad y respecto del interés público8. 
En palabras de CONDE-PUMPIDO FERREIRO el Ministerio Fiscal se entiende como “un órgano del 
Estado, constituido para el funcionamiento de la justicia e integrado autónomamente en el Poder 
Judicial, y con la misión de defender la legalidad democrática, promover los intereses públicos y 
sociales que pertenecen al pueblo constituido en Estado, tutelar los derechos de los ciudadanos y velar 
por la independencia de los Tribunales”9. 
De otro lado, FRANCISCO GRANADOS estima como acertada la definición que del Ministerio Fiscal 
hace FLORIÁN “órgano para el ejercicio de la acción penal de cuya existencia deriva el derecho y el 
deber que al Estado corresponde para castigar –ius puniendi-”, Esto es, “un órgano del Estado para el 
cumplimiento de los fines regulados normativamente, coincidentes con parte de las competencias del 
propio Estado”.10 
El Ministerio Fiscal, como ya se ha señalado anteriormente, es defendido por MORENO CATENA 
como un órgano estatal, con perfiles propios dentro del esquema institucional del Estado, con una 
organización administrativa jerarquizada y un indudable ámbito de autonomía; encuentra su 
8 MORENO CATENA, V., “El Ministerio Fiscal, Director De La Investigación De Delitos.”. En Revista Teoría y Derecho: 
Revista De Pensamiento Jurídico, no. Núm. 1, Pág. 75. Tirant lo Blanch. ISSN 1888-3443, 2007. 
9 CONDE-PUMPIDO FERREIRO, C. “El Ministerio Fiscal”. Editorial Aranzadi, SA. Colección Divulgación Jurídica, 
Talleres de Editorial Aranzadi, SA . 31486, Navarra 1999, Pág. 45. 
10 GRANADOS, F. 1989, "El Ministerio Fiscal (del presente al futuro)" Ed. Tecnos, S.A., Madrid, 1989 . Pp. 18 y 19. 
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consagración constitucional en el artículo 124 de la Constitución Española, el cual, sin embargo, es 
bastante vago a la hora de determinar la posición del mismo en el juego de poderes y su papel en el 
Estado Social y Democrático de Derecho, lo que, consecuentemente, otorga gran discrecionalidad al 
legislador ordinario.11 
Es de imperiosa necesidad, seguidamente, reproducir en su integridad el artículo 124 de la Constitución 
Española de 1978 como obligado punto de partida del debate que nos atañe: 
“1. El Ministerio Fiscal, sin perjuicio de las funciones encomendadas a otros órganos, tiene por misión 
promover la acción de la justicia en defensa de la legalidad, de los derechos de los ciudadanos y del 
interés público tutelado por la ley, de oficio o a petición de los interesados, así como velar por la 
independencia de los Tribunales y procurar ante éstos la satisfacción del interés social. 
2. El Ministerio Fiscal ejerce sus funciones por medio de órganos propios conforme a los principios de
unidad de actuación y dependencia jerárquica y con sujeción, en todo caso, a los de legalidad e 
imparcialidad. 
3. La Ley regulará el estatuto orgánico del Ministerio Fiscal.
4. El Fiscal General del Estado será nombrado por el Rey, a propuesta del Gobierno, oído el Consejo
General del poder judicial.” 
A pesar de la línea laxa y simple que el legislador constitucional siguió en la redacción del mencionado 
precepto, se puede colegir del mismo la asignación al Ministerio Fiscal de una de sus funciones más 
imperantes, a saber, la que instituye el apartado primero en que le atribuye la promoción de la acción de 
la justicia en defensa de la legalidad, de los derechos de los ciudadanos y del interés público tutelado por 
la ley, de oficio o a instancia de interesados, así como velar por la independencia de los Tribunales y 
procurar ante éstos la satisfacción del interés social. Esta actividad deberá estar enmarcada y respetar los 
principios de unidad de actuación, dependencia jerárquica, legalidad e imparcialidad -apartado segundo 
del artículo 124 de la Constitución española-. 
11 MORENO CATENA, V., “El Ministerio Fiscal, Director De La Investigación De Delitos”. En Revista Teoría y Derecho: 
Revista De Pensamiento Jurídico. Núm. 1, Tirant lo Blanch. ISSN 1888-3443, 2007. Pág. 75 
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Además, la asunción de la defensa del interés público y del principio de legalidad e imparcialidad 
otorgan al Ministerio Fiscal una posición de parte singular, que le obliga, entre otros extremos, a 
investigar y aportar al juicio tanto las circunstancias adversas al imputado, cuanto las que pudieran 
resultarle favorables. 
Por su parte, en el artículo 126 de la Constitución Española12 se consagra el reconocimiento implícito de
la facultad de investigación que con carácter genético se otorga al Ministerio Fiscal; huelga decir que 
éste mismo precepto viene a ser una concreción de la más amplia competencia reconocida al Ministerio 
Fiscal, la promoción de la acción de la justicia –artículo 124.1 de la Constitución Española-. La norma 
constitucional está presuponiendo la atribución a aquél de facultades de dirección de la investigación 
penal, si bien sujetas a un posterior desarrollo legislativo.13 
Las funciones genéricas que al Ministerio Fiscal le son atribuidas en el artículo 124.1 de la Constitución 
Española y reiteradas en el artículo 541 de la Ley Orgánica del Poder Judicial14, así como en el artículo
12 Constitución Española 1978 
“Artículo 126: 
La policía judicial depende de los Jueces, de los Tribunales y del Ministerio Fiscal en sus funciones de averiguación del 
delito y descubrimiento y aseguramiento del delincuente, en los términos que la ley establezca.“ 
13 Esta presunta atribución de facultades de investigación al Ministerio Fiscal no solo se deducen de esa idea, sino que la Dra. 
Belén Martín Mora determina que “En segundo lugar, según dispone el art. 126 CE, la Policá Judicial depende de los 
Jueces, de los Tribunales y del Ministerio Fiscal en sus funciones de averiguación del delito y descubrimiento y 
aseguramiento del delincuente, en los términos que la ley establezca. Esta norma adquiere capital importancia, pues en 
la medida en que la Constitución atribuye a la Policía Judicial la función de investigación de los delitos y la sitúa estos 
efectos bajo la dependencia no sólo de los órganos jurisdiccionales, sino también del Ministerio Fiscal,  la norma 
constitucional está presuponiendo la atribución a éste de facultades de dirección de la investigación penal, si bien sujetas 
a un posterior desarrollo legislativo.(MORA CAPITÁN, B., "El modelo de instrucción penal en el sistema español". En 
Revista de Derecho Procesal, vol. Núm. 1., 3/abril, 2013. Pág.7). 
14 Ley Orgánica 6/1985, de 1 de Julio, del Poder Judicial 
“Artículo 541: 
1. Sin perjuicio de las funciones encomendadas a otros órganos, el Ministerio Fiscal tiene por misión promover la acción
de la Justicia en defensa de la legalidad, de los derechos de los ciudadanos y del interés público tutelado por la ley, de 
oficio o a petición de los interesados, así como velar por la independencia de los tribunales y procurar ante éstos la 
satisfacción del interés social. 
2. El Ministerio Fiscal se regirá por lo que disponga su Estatuto Orgánico.”
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1 del Estatuto Orgánico del Ministerio Fiscal15, son concretadas, por el legislador ordinario,
pormenorizada y taxativamente en el artículo 3 de este último texto legal, de las cuales interesa traer a 
colación las recogidas en el apartado quinto, letra b, en cuanto atañe a la referida fase de instrucción en 
el Proceso Penal: 
“b) Intervenir en el proceso penal, instando de la autoridad judicial la adopción de las medidas 
cautelares que procedan y la práctica de las diligencias encaminadas al esclarecimiento de los hechos.” 
De este precepto se puede entender que toda actuación llevada a efecto por el Ministerio Fiscal, en lo 
que a instrucción se refiere, ha de recoger su consentimiento de la autoridad judicial. 
De manera sucesiva, conviene destacar el artículo 5 del mismo cuerpo legal -Estatuto Orgánico del 
Ministerio Fiscal-, véase: 
“Artículo 5: 
1. El Fiscal podrá recibir denuncias, enviándolas a la autoridad judicial o decretando su archivo, cuando
no encuentre fundamentos para ejercitar acción alguna, notificando en este último caso la decisión al 
denunciante. 
2. Igualmente, y para el esclarecimiento de los hechos denunciados o que aparezcan en los atestados de
los que conozca, puede llevar a cabo u ordenar aquellas diligencias para las que esté legitimado según la 
Ley de Enjuiciamiento Criminal, las cuales no podrán suponer la adopción de medidas cautelares o 
limitativas de derechos. 
No obstante, podrá ordenar el Fiscal la detención preventiva. Todas las diligencias que el Ministerio 
Fiscal practique o que se lleven a cabo bajo su dirección gozarán de presunción de autenticidad. 
Los principios de contradicción, proporcionalidad y defensa inspirarán la práctica de esas diligencias. 
15 Estatuto Orgánico del Ministerio Fiscal 
“Artículo 1: 
El Ministerio Fiscal tiene por misión promover la acción de la justicia en defensa de la legalidad, de los derechos de los 
ciudadanos y del interés público tutelado por la ley, de oficio o a petición de los interesados, así como velar por la 
independencia de los Tribunales, y procurar ante éstos la satisfacción del interés social.” 




A tal fin, el Fiscal recibirá declaración al sospechoso, quien habrá de estar asistido de letrado y podrá 
tomar conocimiento del contenido de las diligencias practicadas. La duración de esas diligencias habrá 
de ser proporcionada a la naturaleza del hecho investigado, sin que pueda exceder de seis meses, salvo 
prórroga acordada mediante decreto motivado del Fiscal General del Estado. No obstante, las diligencias 
de investigación en relación con los delitos a que se hace referencia en el apartado Cuatro del artículo 
Diecinueve del presente Estatuto, tendrán una duración máxima de doce meses salvo prórroga acordada 
mediante Decreto motivado del Fiscal General del Estado. 
3. Transcurrido el oportuno plazo, si la investigación hubiera evidenciado hechos de significación penal 
y sea cual fuese el estado de las diligencias, el Fiscal procederá a su judicialización, formulando al 
efecto la oportuna denuncia o querella, a menos que resultara procedente su archivo. 
También podrá el Fiscal incoar diligencias pre-procesales encaminadas a facilitar el ejercicio de las 
demás funciones que el ordenamiento jurídico le atribuye.” 
Este artículo revaloriza las actuaciones investigadoras del Ministerio Fiscal al someterlas a los mismos 
principios que deben observarse en las diligencias instructoras.16 
Cuando el apartado segundo del precepto anterior nos redirige a la Ley de Enjuiciamiento Criminal, 
tenemos que acudir al artículo 773 17 que regula las facultades de investigación del Fiscal. 
                                                 
16 LANZAROTE MARTINEZ, P., “La autonomía del Ministerio Fiscal en el proceso penal y la reforma de su Estatuto 
Orgánico” Ed. La Ley grupo Wolters Kluwer, Getafe, 2008. Pág. 135. 
17 Real Decreto de 14 de septiembre de 1882, aprobatorio de la Ley de Enjuiciamiento Criminal. 
 “Artículo 773: 
 1. El Fiscal se constituirá en las actuaciones para el ejercicio de las acciones penal y civil conforme a la Ley. Velará por 
el respeto de las garantías procesales del imputado y por la protección de los derechos de la víctima y de los 
perjudicados por el delito. 
 En este procedimiento corresponde al Ministerio Fiscal, de manera especial, impulsar y simplificar su tramitación sin 
merma del derecho de defensa de las partes y del carácter contradictorio del mismo, dando a la Policía Judicial 
instrucciones generales o particulares para el más eficaz cumplimiento de sus funciones, interviniendo en las 
actuaciones, aportando los medios de prueba de que pueda disponer o solicitando del Juez de Instrucción la práctica de 
los mismos, así como instar de éste la adopción de medidas cautelares o su levantamiento y la conclusión de la 
investigación tan pronto como estime que se han practicado las actuaciones necesarias para resolver sobre el ejercicio 
de la acción penal. 
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Por lo tanto, se puede colegir que el Juez está envestido de la potestad de instruir, y el Fiscal, además de 
promover la acción penal, está obligado a inspeccionar dicha instrucción y controlar la legalidad de 
aquélla. Esta afirmación deviene de la Instrucción 2/2008 de la Fiscalía General del Estado18, que
concluye enumerando las funciones que deben desarrollar los Fiscales en la susodicha fase de 
instrucción y de la que nos podemos servir para concluir este primer capítulo, a saber: 
“1ª  Una vez incoado en un Juzgado de Instrucción un procedimiento penal, cualquiera que éste sea, los 
Sres. Fiscales tienen la obligación de hacer un seguimiento del mismo, de promover las diligencias y 
medidas cautelares procedentes, de interponer los correspondientes recursos contra las resoluciones que 
estime contrarias a Derecho y de instar su rápida conclusión. 
2ª  Habrán de oponerse activamente los Sres. Fiscales a cuanto suponga innecesarias repeticiones de 
diligencias o inútiles acopios de material impropiamente sumarial. 
3ª  Sin perjuicio de las competencias del Juez de Instrucción, no pueden los Sres. Fiscales delegar en 
éste la responsabilidad de llevar a cabo una correcta y eficaz investigación. A estos efectos, debe partirse 
 El Fiscal General del Estado impartirá cuantas órdenes e instrucciones estime convenientes respecto a la actuación del 
Fiscal en este procedimiento, y en especial, respecto a la aplicación de lo dispuesto en el apartado 1 del artículo 780. 
Tan pronto como el Juez ordene la incoación del procedimiento para las causas ante el Tribunal del Jurado, el 
Secretario judicial lo pondrá en conocimiento del Ministerio Fiscal, quien comparecerá e intervendrá en cuantas 
actuaciones se lleven a cabo ante aquél. 
2. Cuando el Ministerio Fiscal tenga noticia de un hecho aparentemente delictivo, bien directamente o por serle
presentada una denuncia o atestado, practicará él mismo u ordenará a la Policía Judicial que practique las diligencias 
que estime pertinentes para la comprobación del hecho o de la responsabilidad de los partícipes en el mismo. El Fiscal 
decretará el archivo de las actuaciones cuando el hecho no revista los caracteres de delito, comunicándolo con 
expresión de esta circunstancia a quien hubiere alegado ser perjudicado u ofendido, a fin de que pueda reiterar su 
denuncia ante el Juez de Instrucción. En otro caso instará del Juez de Instrucción la incoación del procedimiento que 
corresponda con remisión de lo actuado, poniendo a su disposición al detenido, si lo hubiere, y los efectos del delito. 
El Ministerio Fiscal podrá hacer comparecer ante sí a cualquier persona en los términos establecidos en la Ley para la 
citación judicial, a fin de recibirle declaración, en la cual se observarán las mismas garantías señaladas en esta Ley 
para la prestada ante el Juez o Tribunal. 
Cesará el Fiscal en sus diligencias tan pronto como tenga conocimiento de la existencia de un procedimiento judicial 
sobre los mismos hechos.” 
18 Instrucción de la Fiscalía General del Estado, 2/2008 “Sobre las funciones del Fiscal en la fase de instrucción” 
01/07/2008. Para una visión más amplia de las facultades de investigación del Fiscal en la legislación vigente: Instrucción 
1/2008 de la Fiscalía General del Estado “Sobre la dirección por el Ministerio Fiscal de las actuaciones de la Policía 
Judicial” 01/07/2008 
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de que es el Fiscal quien está en mejor posición, en tanto va a defender su pretensión en el acto del juicio 
oral, para orientar la instrucción. 
4ª  Partiendo siempre de esa inspección permanente de las actuaciones instructoras del Juez que han de 
desempeñar escrupulosamente los Sres. Fiscales, lógicamente la mayor o menor intensidad del 
seguimiento y control habrá de ser proporcionada a la entidad de la causa. 
5ª Los Sres. Fiscales cuidarán igualmente durante la instrucción de dar debido cumplimiento a sus 
obligaciones para con la víctima y en protección del derecho de defensa.” 





II. Fiscal investigador. Argumentos a favor y argumentos en contra 
Una buena parte de la doctrina viene advirtiendo la necesidad de reconstruir un nuevo modelo de 
instrucción desde sus pilares y fundamentos esenciales, una renovación básica y estructural, exigida por 
la adecuación del modelo de justicia penal a la garantía de los derechos fundamentales recogidos en 
nuestro Texto Constitucional. Una reforma global del proceso penal que, entre otros aspectos, potencie 
el protagonismo del Ministerio Fiscal en la fase instructora, considerando a aquél como un sujeto 
institucional idóneo para desempeñar de manera imparcial, en posición de equidistancia de las 
posiciones parciales.19 
En palabras de FLORES20, se destacan tres cuestiones problemáticas, estrechamente vinculadas, que se 
vienen generando en el modelo actual de instrucción, véase: 
1. La imparcialidad objetiva del juez no está plenamente garantizada por separar las funciones de 
instrucción y decisión. Queda desvirtuada esta imparcialidad puesto que se ve afectada por confluir en el 
mismo órgano las decisiones de conveniencia y legalidad en la adopción de medidas cautelares y actos 
de instrucción en los que se vean afectados derechos fundamentales. 
2. La efectividad de los principios de contradicción e igualdad de partes se ve mermada en una fase 
procesal eminentemente inquisitiva. 
3. No se garantiza el derecho a un proceso sin dilaciones indebidas –artículo 24 de la Constitución 
Española- pues el actual modelo de instrucción se ha revestido de una lentitud exasperante debido a la 
duplicidad de actuaciones, la exhaustividad en la investigación y sobrecarga de trabajo. 
Sin embargo, la idea de llevar a cabo esta profunda reforma del proceso penal no nace actualmente, 
viene gestándose desde antaño, y muchas han sido las reformas pretendidas. La tendencia común de las 
recientes reformas ha sido orientar las facultades de la Fiscalía hacia la dirección de la fase instructora 
                                                 
19 ANDRÉS IBANEZ, Perfecto. “El fiscal en la actual regresión inquisitiva del proceso penal”. En Revista Teoría y 
Derecho, revista de pensamiento jurídico. Núm. 1, 2007. Pág. 19. 
 
20 FLORES PRADA, I. “El Ministerio Fiscal en España”. Ed. Tirant Lo Blanch, Valencia, 1999. Pág. 501 a 509. 
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del proceso. Fue la Ley Orgánica 7/1988,21 de 28 de diciembre la que inició una línea de ampliación del
marco de las competencias de la Fiscalía, que sin embargo, no ha conseguido obtener la esperada 
aplicación práctica y tampoco ha encontrado respaldo en las sucesivas modificaciones, salvo en la 
introducida por el Procedimiento de Responsabilidad de Menores22, con la Ley Orgánica 5/2002, de 12
de enero, reguladora de la Responsabilidad Penal de los Menores. 
Por su parte, el Pacto de Estado Para la Justicia, estipuló como una de las materias necesarias de 
reforma, el Ministerio Fiscal y su Estatuto Orgánico; así lo hace contemplar en el apartado 9 y más 
adelante en el principio 17 in fine, donde se encomienda la construcción de modelo de instrucción a la 
elaboración de una nueva Ley de Enjuiciamiento Criminal23. 
Seguidamente cabe referenciar el Libro Blanco del Ministerio Fiscal24, del año 1995, en el cuál el
Consejo Fiscal se muestra, por mayoría, partidario de que el Fiscal asuma la instrucción de los procesos 
penales, exigiendo siempre que se aborden a la par, importantes reformas, encaminadas a dotarles de 
todos los medios materiales y personales suficientes, así como que se introduzcan en su Estatuto 
21 Cuyo punto de origen es la Sentencia del Tribunal Constitucional 145/1988 que plasma el principio de separación entre 
quien instruye y quien juzga, de este modo dicha Sentencia declaró “que la actividad instructora, en cuanto pone al que 
la lleva a cabo en contacto con el acusado y con los hechos y datos que deben servir para averiguar el delito y sus 
posibles responsables, puede provocar en el ánimo del instructor, incluso a pesar de sus mejores deseos, prejuicios e 
impresiones a favor o en contra del acusado que influirán a la hora de sentenciar. Incluso aunque ello no suceda, es 
difícil evitar la impresión de que el Juez no acomete la función de juzgar sin la imparcialidad que le es exigible” Esta 
sentencia fue el primer pronunciamiento en nuestro Estado después de la Sentencia de 26 de octubre de 1984, caso de 
Cubber, del Tribunal Europeo de Derechos Humanos. (LANZAROTE MARTINEZ, P., “La autonomía del Ministerio 
Fiscal en el proceso penal y la reforma de su Estatuto Orgánico”. Ed. La Ley, grupo Wolters Kluwer. Getafe, 2008. Pág. 
132.) 
22 ARMENTA DEU, Mª Teresa. “El fiscal instructor, ¿es necesario?”. En Revista Cuadernos de Derecho Público. Núm. 16, 
2002. Pp. 191-222. 
23 ARMENTA DEU, Mª Teresa. “El fiscal instructor, ¿es necesario?. En Revista Cuadernos de Derecho Público. Núm. 16, 
2002. Pág. 214 “La tramitación de esta reforma de conjunto afrontará y resolverá para el futuro el debate sobre la 
investigación previa al proceso penal de los procedimientos por el Fsical o por el Juez, que asegurará que la misma se 
realice en un plazo proporcionado y razonable y todas las consecuencias y responsabilidades derivadas de la 
observancia del mismo, con el esfuerzo de medios personales y materiales necesarios para modificar, en su caso, con 
garantías al sistema actual, o el nuevo papel diferenciado del Juez como Juez de Garantías, que ha de adoptar las 
medidas limitativas de derechos fundamentales.” 
24  Consejo Fiscal, “Libro Blanco del Ministerio Fiscal”. Mayo de 1995. Pág. 72 a 74. 




Orgánico las garantías necesarias para preservar su imparcialidad. Abogan por una auténtica instrucción 
y no una mera supervisión de la investigación penal, donde sean los fiscales los que desarrollen las 
tareas de los jueces de instrucción y que éstos queden relegados a la autorización de aquellas medidas 
limitativas de derechos fundamentales. 
Tres años después, en 1998 se elaboró el denominado Libro Blanco de la Justicia;25 en el mismo se 
estipula lo que sigue "cuestión de especial relevancia es el planteamiento del modelo penal a instaurar: 
tender hacia el acusatorio puro con la investigación oficial a cargo del Ministerio Fiscal, o tender a 
mantener el acusatorio mixto con protagonismo del Juez de Instrucción. Tras el análisis de los distintos 
argumentos a favor y en contra de uno y otro modelo, ha de reconocerse que el modelo acusatorio puro, 
con una intervención judicial para la resolución de medidas restrictivas de derechos fundamentales y 
control de garantías, es el deseable y digno de todo elogio. Ahora bien, a la hora de poner en práctica 
este modelo, ha de abordarse una seria y profunda reflexión tendente a la estructura, organización y 
principios informadores de su actuación en la instrucción de causas penales." 
Así las cosas, llegamos a la Memoria del Ministerio Fiscal datada del año 2012 donde se vislumbran y 
se plasman las ideas que hasta ahora hemos venido considerando, véase, necesaria reforma del proceso 
penal, donde el Fiscal asuma la función de director de la investigación pero que en todo caso esté fuerte 
y suficientemente dotado de todos los instrumentos necesarios para la procura y salvaguarda de las 
garantías constitucionales26. 
Es más, el propio Fiscal General del Estado27 afirma que "el Ministerio Fiscal Español se encuentra, en 
                                                 
25 Consejo General del Poder Judicial, “Libro Blando de la Justicia”, Madrid, 1998. Capítulo cuarto: “Los distintos Órdenes 
Jurisdiccionales”; Sección segunda: “El orden jurisdiccional penal”; II. Aspectos organizativos; 2.3. Audiencias 
Provinciales; 2.3.1. Problemática General, párrafo cuarto, 1998. 
 
26 TORRES DULCE, Eduardo (Fiscal General del Estado). Introducción. En Memorias 2012, volumen I. Pág.12 “La 
atribución al Fiscal de un papel más destacado en la dirección de la investigación penal constituye sin duda el tema 
estrella del tránsito histórico hacia el proceso penal del siglo XXI. En este momento, el análisis de los posibles modelos 
de instrucción sigue abierto al debate y estudio de los especialistas, pero cualquiera que sea la opción que finalmente 
reciba el refrendo del Legislativo, la ampliación de las facultades del Fiscal que de la misma pueda seguirse habrá de 
asentarse, a mi juicio, en el presupuesto irrenunciable de la adscripción funcional al Fiscal investigador de las unidades 
de policía judicial y de los equipos de peritos que sean menester para el buen fin de su tarea. Asegurar la objetividad del 
Fiscal exige dotarle de instrumentos de investigación a su exclusiva disposición.” 
 
27 TORRES DULCE, E. “Presente y futuro del Ministerio Fiscal”. Fundación Antares, foro-Sevilla, 4 de dic. 2012. 




este momento, abriendo la puerta a una renovación profunda, necesaria, y ya demasiado esperada, del 
modelo de Justicia Penal en nuestro país." 
 
Llegados a este punto, y teniendo en cuenta como hemos apuntado más arriba que la Ley de 
Enjuiciamiento Criminal ha sido objeto de numerosas reformas, queremos centrar nuestro análisis en las 
dos últimas reformas, las más recientes, como son el Anteproyecto de Ley de 2011 y el Borrador del 
nuevo Código Procesal Penal de 2013. 
 
Se señala en la exposición de motivos del Anteproyecto de Ley de 2011,28 dos objetivos principales, "ha 
de fortalecerse, en definitiva, un control jurisdiccional que se ha visto debilitado por la acumulación en 
el mismo órgano de potestades que son ajenas a la función de juzgar y que, además, son incompatibles 
con su correcto ejercicio.” que entre líneas podemos esclarecer que se trata de disipar las funciones de 
investigación del juez de Instrucción, ya que “debe ser capaz de tutelar los distintos intereses en juego 
desde una posición de real y efectiva imparcialidad.”. Junto a este objetivo subyace la necesidad de “un 
mayor fortalecimiento del derecho de defensa.” 
Dentro de esta exposición de motivos hemos de dirigirnos directamente a la sección XVI, por ser la 
informadora de la nueva regulación del Ministerio Fiscal, y la que, por ende, interesa a nuestro estudio. 
Ya en su página 42 afirma la atribución al Ministerio Fiscal de la dirección de la fase de investigación, 
véase: "a las funciones ordinarias del fiscal se suma ahora la de director del procedimiento de 
investigación oficial. Una idea que, como se ha visto, no fue ajena a los planes iniciales del legislador de 
1882. En la actualidad, atendiendo a la necesidad de preservar la imparcialidad objetiva del juez y de 
restar valor a los meros actos de investigación, la atribución al Ministerio Fiscal de esta función 
directiva presenta una clara dimensión garantista a la que ya se ha hecho referencia. Pero esta opción 
también viene aconsejada por la idoneidad de esta institución para combinar -en una organización 
flexible y racional, basada en criterios de especialidad- la sujeción imparcial a la legalidad vigente con la 
mayor unidad de actuación.” 
 
                                                 
28 Anteproyecto de Ley de Enjuiciamiento Criminal, Exposición de motivos: IV Fines principales de la reforma. 2011, Pág. 
29. 




Por su parte, el Borrador del Código Procesal Penal29 también está constituido por una exposición de 
motivos, los cuales son realmente coincidentes con los mencionados respecto del Anteproyecto de Ley 
de Enjuiciamiento Criminal. Así las cosas establece: "el nuevo Código de Proceso Penal configura un 
sistema de investigación y enjuiciamiento moderno, ágil y equilibrado, que se atreve a romper con la 
perniciosa tradición inquisitorial y atribuye la dirección de la investigación al Ministerio Fiscal, sin duda 
una de las novedades más sobresalientes.”. En el mismo párrafo estipula como objetivos de la reforma 
“la aplicación de la ley penal y la salvaguarda de los derechos de los justiciables.” 
 
No obstante, a lo largo de los años la doctrina ha configurado líneas a favor, líneas en contra y líneas 
intermedias en torno a la conveniencia de otorgar al Ministerio Fiscal la dirección de la investigación. 
 
 2.1. Argumentos en contra 
 
Como argumentos en contra podemos observar de la mano de LANZAROTE MARTINEZ,30 los 
siguientes: 
I. La naturaleza jurisdiccional de la fase de instrucción, conlleva que las actuaciones inmersas en la 
misma deban ser llevadas a efecto por un órgano dotado de imparcialidad e independencia. No podrían 
ser practicadas por el Ministerio Fiscal en tanto que, aún sometido al principio de imparcialidad, adopta 
en el proceso una posición de parte aunque en sentido formal. (Recordemos que ya apuntábamos esta 
posición de parte en el Capitulo I al referirnos al artículo 126 de la Constitución Española). 
II. En la Instrucción se llevan a cabo el desarrollo de funciones de valoración y enjuiciamiento, de 
ponderación de hechos y circunstancias para la adopción de decisiones; actividad que debe entenderse 
netamente jurisdiccional, y no podrá  atribuirse al Ministerio Fiscal ya que carece de la potestad de 
juzgar y hacer ejecutar lo juzgado. -artículo 117.3 de la Constitución Española-. 
III. La organización jerarquizada del Ministerio Fiscal y la dependencia del Poder Ejecutivo, pueden 
ser condicionantes clave para generar imparcialidad en asuntos donde estén comprometidos intereses 
                                                 
29 Borrador del Código Procesal Penal, Exposición de Motivos: I. Introducción. 2013. Pág. 1. 
 
30 LANZAROTE MARTINEZ, P., “La autonomía del Ministerio Fiscal en el proceso penal y la reforma de su Estatuto 
Orgánico.”. Ed. La Ley, grupo Wolters Kluwer. Getafe, 2008. Pp. 139 a 143. 





IV. La necesidad de llevar a cabo importantes reformas institucionales y estructurales no se 
justificarían por el deficiente funcionamiento de la justicia penal en la actualidad. 
 
2.2 Argumentos a favor 
 
Este mismo autor, LANZAROTE MARTINEZ,31 sintetiza también los argumentos a favor más 
recurridos conforme a la reforma de la dirección de investigación, a saber: 
I. Se fortalece el principio acusatorio por la separación entre la actividad de acusación y la 
actividad decisoria, así como por ser el Ministerio Fiscal órgano generador únicamente de actos de 
investigación y no de actos de prueba, los cuales se desplegarán frente al tribunal sentenciador. 
II. Mayor efectividad, celeridad y coherencia interna de nuestra Justicia punitiva 
III. Tutela efectiva de los derechos fundamentales inmiscuidos en el marco del proceso penal y 
reconocidos en nuestra Constitución Española. Especialmente dos de ellos, a saber, el derecho del 
condenado a su resocialización y el derecho de la víctima a una pronta y eficaz reparación de los 
perjuicios causados por el hecho punible. 
 
Observamos que cuantitativamente los argumentos esgrimidos en contra son más numerosos que los 
estipulados a favor, sin embargo, esos argumentos -en contra- pueden  ser refutados, conforme a 
distintos apuntes, verbigracia, la atribución al Fiscal de la dirección de la investigación permite al juez 
actuar como garante de los derechos de las partes. La función de ejecutar y hacer ejecutar lo juzgado no 
absorbe todas las actuaciones procedimentales, por lo que pueden desarrollarse por órganos no 
jurisdiccionales, no incluidos, por ende en el precepto 117.3 de la Constitución Española. 
De otro lado, frente al valor que se da al principio de jerarquía y dependencia, a sensu contrario puede 
estipularse un mayor valor de los principios funcionales de legalidad e imparcialidad, también de 
exigencia y reconocimiento constitucional conforme al quehacer del Ministerio Fiscal. 
                                                 
31 LANZAROTE MARTINEZ, P., “La autonomía del Ministerio Fiscal en el proceso penal y la reforma de su Estatuto 
Orgánico”, Ed. La Ley, grupo Wolters Kluwer. Getafe, 2008. Pp. 143 a 151. 
 




Por traer a colación algún autor, podemos observar que a juicio de FLORES PRADA,32 la dirección de 
la investigación por el Ministerio Fiscal aporta dos elementos positivos: "en función de los principios de 
unidad y dependencia que informan la organización del Ministerio Fiscal se evita, de una parte, que las 
líneas de investigación de los delitos se difuminen en tantos criterios como órganos jurisdiccionales 
instructores existan, consiguiéndose de otra parte, que dichas líneas de investigación queden sometidas 
no sólo al control de los ciudadanos, sino a los objetivos que concrete el interés público." 
 
De este modo, cerramos un capítulo sintetizando la idea de que llevar a efecto esta reforma tan 
sustancial y profunda de la Ley de Enjuiciamiento Criminal, supondría un gran avance y, sobre todo, 
respecto de la atribución al Ministerio Fiscal de la dirección de la investigación,  pues conllevaría una 
mejor práctica de la justicia en nuestro país, con procesos más ágiles y efectivos, y donde los derechos 
fundamentales de los ciudadanos estén plenamente garantizados. 
Sumariamos a estos argumentos generalizados, la equiparación que conseguiríamos respecto de nuestros 
vecinos Europeos, pues somos los únicos que aún conservamos  un sistema de proceso penal donde 
impera el principio acusatorio mixto con la doble intervención de Juez de Instrucción y Fiscal en la 
misma fase investigadora, y que actualmente, está agotado. 
 
 
                                                 
32 FLORES PRADA, I., “El Ministerio Fiscal en España”. Ed. Tirant lo Blanch, Valencia, 1999. Pág. 





III.     Elementos de control a la instrucción del Fiscal en el Derecho Comparado 
La tendencia legislativa orientada a la configuración del Ministerio Público como órgano director de la 
investigación oficial en el proceso penal se está afianzando y consolidando en los Estados Europeos. El 
modelo de fiscal investigador es el imperante en los países de nuestro entorno, y son muchos los que 
aducen al Derecho Comparado como argumento a favor de la investigación fiscal. 
Así las cosas, no podemos dejar de tener en consideración las Conclusiones aprobadas por la 
Conferencia celebrada en Madrid de los Presidentes y Fiscales Generales de los Tribunales Supremos de 
los Estados Miembros de las Comunidades Europeas, correspondiente al año 1989, donde ya se 
afianzaba este panorama europeo, a saber: 
“Se observa en los países de la Comunidad un avance muy importante hacia el modelo procesal de la 
investigación de los delitos por el Fiscal (…) patrocinado además por el Consejo de Europa”. 
La inspiración de estas continuas reformas radica en la progresiva sustitución del sistema acusatorio 
formal o mixto por un sistema de marcado carácter acusatorio, cuyo punto de partida se encuentra en el 
moderno constitucionalismo surgido tras la segunda postguerra europea. 
Alemania. Portugal e Italia presentan un modelo de investigación preliminar muy similar, pues la fase 
pre-procesal se encuentra divida en dos momentos diferentes, de un lado la fase de investigación 
preliminar encomendada al Ministerio Fiscal, bajo control judicial, y seguidamente, la fase de 
evaluación de la investigación que viene desempeñada por el Juez de la Instrucción cuyo fin es valorar 
la consistencia o no de la acusación formulada por el Ministerio Fiscal y decretar en su caso la apertura 
del juicio oral.33 
Del estudio pormenorizado que distintos autores han elaborado sobre el Ministerio Fiscal en el ámbito 
del Derecho Comparado, concluyen en que el denominador común en todos ellos -excepto para Italia- es 
su vinculación al Poder Ejecutivo; precisamente lo que en España ha aplazado la conveniencia de 
                                                 
33
 FLORES PRADA, I. "El Ministerio Fiscal en España". Ed Tirant Lo Blanch, Valencia, 1999. Pág. 513; LANZAROTE 
MARTINEZ, P. "La autonomía del Ministerio Fiscal en el proceso penal y la reforma de su Estatuto Orgánico". Ed, La 
Ley, grupo Wolters Kluwer España, SA, 1ª Edición. Getafe, octubre de 2008   Pág. 130. 




configurar al Ministerio Fiscal como Director de la fase de investigación.34 
En todo caso, abarcaremos el estudio de la configuración de Alemania, por ser coincidente con España 
en el modelo en que se inscribe su Ministerio Fiscal, cuyo antecedente deviene del Ministére Public 
napoleónico. 
El modelo de Fiscal proviene del Ministére Public francés -como ya hemos apuntado anteriormente-, 
introducido en Alemania a través de la vigencia en Renaina del Code d'Instruction Criminelle de 1808. 
En su configuración predominaron 3 objetivos, véase: 
 Atribución de la función acusadora y juzgadora a dos sujetos diferentes. 
 Configuración -frente al modelo angloamericano de partes- del fiscal como órgano de 
investigación objetivo. 
 Control de la actividad policial por mecanismos propios de un Estado de Derecho. 
Desde la perspectiva político-territorial del Estado, la Fiscalía se distribuyó en dos escalones, el Federal 
y el de los diversos Estados. Como ya señalamos la dependencia del Poder Ejecutivo está presente y 
“sólo es entendible desde la más absoluta confianza jurídico-política en la institución”35. El Fiscal 
General Federal y los Fiscales Federales son nombrados por el Presidente Federal, a propuesta del 
Ministro Federal de Justicia, figura en la cual reside el derecho de inspección y de dirección del servicio 
respecto de aquéllos.36 
Han sido las sucesivas reformas a la StPO las que han posibilitado la transformación de la instrucción, 
sumado también a los numerosos cambios acaecidos por la realidad procesal de los últimos 125 años37. 
                                                 
34 Un análisis más pormenorizado puede extraerse de la consulta de las ponencias presentadas en las Jornadas sobre “El 
Ministerio Fiscal en el Derecho Comparado”, celebradas en el Centro de Estudios Jurídicos de la Administración de 
Justicia los días 22 a 24 de Octubre de 2001 Vol. VI-2001. 
 
35 MARCHENA GÓMEZ, M., “El Ministerio Fiscal, su pasado y su futuro”. Ed Marcial Pons, 1992. Pág. 115. 
 
36 MARTÍN PASTOR, J., “El Ministerio Fiscal como director de la Investigación oficial en el proceso penal”. Ed.     
Publicaciones del Real Colegio de España Bolonia. Zaragoza, 2005. Pág. 115. 
 
37
 SCHÜMEMANN, B. "La reforma del proceso penal", Universidad de Munich, 2006, ISBN 8497726774. Cap. V. 




La Ordenanza procesal alemana de 1 de febrero de 1877, reformada en el año 1974, determina una 
asunción por parte del Ministerio Fiscal de una importante actividad investigadora, y ello 
fundamentalmente buscando dos objetivos, someter la acción policial investigadora plenamente al fiscal 
y liberar al Juez de esta función no estrictamente jurídica. 
De la lectura de algunos de los preceptos de la StPO pueden colegirse los amplios poderes de que es 
titular la Fiscalía -respecto de la investigación de un delito, auxiliada por la Policía Judicial-, así las 
cosas LANZAROTE MARTINEZ nombra dos parragráfos imperantes, el 160 de la StPO el cual dispone 
que "el Ministerio Fiscal, tan pronto tenga conocimiento por medio de denuncia o por otra vía, de la 
sospecha de comisión de un hecho punible, deberá averiguar las circunstancias del mismo con el fin de 
tomar una decisión sobre si procede el ejercicio de la acción pública, y el parragráfo 152 StPO concreta 
que la Fiscalía -que en Alemania es denominada Staatsanwaltschaf- está obligada a practicar la 
investigación de todos los hechos punibles perseguibles, en caso de que existan suficientes indicios”. 
En todo caso, no se prescinde del todo de la intervención judicial, ni tampoco, recae sobre el Fiscal el 
peso de toda la actuación en la fase de instrucción.38 El Fiscal responde de la efectiva delimitación de los 
hechos y decide sobre el ejercicio de la acción penal. No obstante, se afirma del fiscal alemán que es 
“una cabeza sin manos”, “el señor del procedimiento de averiguación”, de ahí que el parragráfo 152 
establezca la obligación de colaboración y ayuda por parte de funcionarios, pertenecientes o no al cuerpo 
de policía, que actuarán bien de oficio, bien en atención a las órdenes de la Fiscalía.39 
                                                 
38 LÓPEZ Y LÓPEZ, E. “El nuevo proceso penal, la investigación del Ministerio Fiscal VS. Abogado defensor. El juez 
encargado del control de la acción penal”. En Diario La Ley, núm. 7987, Ed. La Ley, 19 de diciembre de 2012. “Los 
sistemas de derecho comparado no depositan todos los actos típicos de instrucción en el ministerio fiscal, sino aquellos 
propios de la investigación criminal que han de servir al sostenimiento de la acción penal, esto es, separando la 
preparación el juicio oral, de aquellos actos de ordenación del proceso penal, admisión de la acción penal, control de la 
misma, control de su desarrollo, de los sobreseimientos, o de la apertura del juicio oral, actos propiamente judiciales que 
siempre deberán estar reservados directamente, o por vía de recurso, al Juez. En estos tipos de procesos penales, se 
distingue claramente entre la investigación del Fiscal, de carácter obligatorio y dirigida a fundamentar la decisión de 
formular o no acusación, y la instrucción que, por imperativo Constitucional, ha de ser judicial, teniendo carácter 
facultativo, a petición del acusador o del acusado, y con la finalidad de decidir someter o no la causa a enjuiciamiento, 
esto es, de autorizar o denegar judicialmente que continúe adelante al acusación formulada.” 
39
 FELTES, “Die Erledigung von Ermittlungsverfahren durch die Staatsanwaltschaft” (Bemerjungen zur Rolle und Kunktion 
der Staatdanwaltschat) “Polizei-Staatsanwaltschaft-Gerich” en Monatsschrift für kriminologie und Strafrechtsreform, 
1974, pág. 129 y ss., cit. por ARMENTA DEU, Mª Teresa, “Un fiscal Instructor, ¿es necesario?” En Revista Cuadernos 
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En su tarea procesal, el Fiscal puede servirse del auxilio judicial (160.3 StPO). En todo caso debe actuar 
conforme al principio de objetividad, recogiendo las circunstancias que sirvan tanto para la inculpación 
como para la exculpación del sujeto, y recoger todas las pruebas cuya pérdida fuera de temer (160.2 
StPO). 
Las diligencias de investigación pueden ser practicadas por el propio Ministerio Fiscal u ordenar la 
práctica de éstas a las autoridades y funcionarios de la Policía (161 StPO). 
Esta fase de preparación concluirá cuando el Ministerio Público haya recapitulados todo el material 
necesario para decidir sobre el ejercicio de la acción penal (160.2 StPO); en consecuencia podrá “bien 
archivar la causa, cuando las investigaciones no ofrezcan suficientes elementos para el ejercicio de la 
acción pública (170.2 StPO); o bien ejercitar la acción pública presentando escrito de acusación frente al 
tribunal competente, donde solicitará la apertura del procedimiento principal (151, 170.1, 199.2 y 200 
StPO)”.40
No obstante, frente a los amplios poderes de que goza el Fiscal Alemán, se interponen una serie de 
limitaciones. La autoridad jurisdiccional -el juez investigador es denominado como Ermittlungrichter, 
que es generalmente el Juez unipersonal de los Amtsgerchte- podrá intervenir en el fase de investigación, 
por iniciativa propia o a instancia del Ministerio Público, cuando las actuaciones versen sobre medidas 
restrictivas de determinados derechos, algunos de ellos fundamentales. Es decir, la intervención 
jurisdiccional en la investigación tiene un marcado carácter garantista41. 
Otro importante elemento de control es la celebración de la fase intermedia -denominada 
Zwichensverfahren- (199 a 211 StPO), en la cual se analiza la prosperidad de la acusación, esto es, si 
existe una sospecha suficiente y fundamentada para acusar a un sujeto por el hecho punible objeto de la 
investigación. Esta fase cumple únicamente una función de control negativo, siendo examinada por un 
tribunal independiente y parcial, la admisión y la necesidad de que continúe la persecución penal, para 
de Derecho Público. Ed. Instituto Nacional de Administración Pública, Núm. 16, mayo – agosto 2012. Pág. 208. 
40 MARTÍN PASTOR, J., “El Ministerio Fiscal como director de la Investigación oficial en el proceso penal”. Ed. 
Publicaciones del Real Colegio de España Bolonia. Zaragoza, 2005. Pp. 116 a 120. 
41 MARTÍN PASTOR, J., “El Ministerio Fiscal como director de la Investigación oficial en el proceso penal”. Ed. 
Publicaciones del Real Colegio de España Bolonia. Zaragoza, 2005. Pág. 120. 
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evitar al imputado un juicio oral injustificado42. Por este motivo DIEZ-PICAZO, considera que el fiscal
investigador Alemán es aceptable, a saber:  
"la decisión de abrir el juicio no queda a la sola voluntad del fiscal investigador, sino que se encomienda 
a la autoridad judicial. Existe, así, un filtro y no hay razones  para dudar de que sea efectivo, en el 
sentido de que controla que la acción penal que se pretende ejercer no es infundada."43 
En cuanto a la tutela de los derechos del inculpado y del imputado -cuya diferencia radica en dos 
momentos procesales diferentes, se es inculpado cuando es sujeto de investigación, y adquiere la 
pretensión de imputado cuando se ejercita contra él la acción pública-, sabemos que la fase de 
instrucción dirigida por el Ministerio Fiscal es, con carácter general, secreta para el inculpado, no 
obstante la Ley procesal alemana prevé una serie de derechos de participación para el inculpado y su 
abogado que se traducen en dos interrogatorios (de un lado el interrogatorio judicial -133-136a StPO-, y 
por otro lado el interrogatorio frente al fiscal y a la policía judicial -163a StPO-), en los que se le 
informará de sus derechos y del hecho punible que se le atribuye y en los que podrá solicitar la práctica 
de diligencias de investigación. Se quiere con ello que la persona inculpada sin razón, pueda evitar la 
acción pública, pues constituye un considerable perjuicio social44.
Respecto del ofendido, con miras a poder salvaguardar sus derechos, podrá interponer, frente a la 
decisión del Ministerio Público de archivo de la causa, un procedimiento impugnatorio especial previsto 
en los parragráfos 172 y ss. StPO 45.
Colegimos pues, que los elementos de control en el Estado de Alemania, respecto del Fiscal como 
director de la fase de investigación están presentes. Frente a los amplios poderes de que goza el 
42 MARTÍN PASTOR, J., “El Ministerio Fiscal como director de la Investigación oficial en el proceso penal”. Ed. 
Publicaciones del Real Colegio de España Bolonia. Zaragoza, 2005. Pág. 123. 
43 DIEZ-PICAZO, L., “Siete tesis sobre la idea de Fiscal investigador.”. En Revista Teoría y Derecho: revista de 
pensamiento jurídico. Núm. 1. Ed. Tirant lo Blanch, Valencia, 2007. Pág. 34. 
44 MARTÍN PASTOR, J., “El Ministerio Fiscal como director de la Investigación oficial en el proceso penal”. Ed. 
Publicaciones del Real Colegio de España Bolonia. Zaragoza, 2005. Pág. 125 a 126. 
45 MARTÍN PASTOR, J., “El Ministerio Fiscal como director de la Investigación oficial en el proceso penal”. Ed. 
Publicaciones del Real Colegio de España Bolonia. Zaragoza, 2005. Pág. 126 a 127. 




Ministerio Público alemán, existen diversas limitaciones como óbice de garantía, donde se prevé la 
intervención judicial y la intervención tanto del inculpado como del ofendido por el hecho ilícito. 
Con todo ello, el éxito de este sistema de dirección de investigación Alemán -donde se crea una 
estructura del órgano acusatorio en forma de Fiscalía totalmente separada de los tribunales y donde se 
dividen las tareas de investigar y acusar, de la de juzgar,46- es predicable en todos los sentidos. 
                                                 
46 SANCHIS CRESPO, C., “El Ministerio Fiscal y su actuación en el proceso penal abreviado”. Ed. Editorial Comares. 
Granda, 1995. Pág. 51 y 52. 
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CAPÍTULO IV: 
IV. Elementos de control del fiscal investigador
4.1. El tribunal de Garantías 
El fiscal investigador no es una exigencia constitucional, sin embargo, el artículo 24 de la Constitución 
Española reconoce el Derecho a la Tutela Judicial efectiva, el cuál presenta una indubitada vinculación 
con ciertas garantías procesales. Es, en esencia, la recreación del conjunto de Derechos Fundamentales 
traducidos en garantías que afectan al desarrollo del procedimiento criminal y a los derechos de quienes 
en él intervienen. 
Desde la perspectiva de ORTELLS RAMOS, interesa que un modelo de instrucción previa que atribuya 
al Ministerio Fiscal la dirección y realización de la investigación, habrá de  tener en cuenta, como 
aspecto prioritario –desde planteamientos de política jurídico procesal- el grado de efectividad de las 
garantías del imputado y de los demás legitimados para intervenir en el proceso penal.47
Es por ello que, para servirnos de la efectividad de una reforma tan profunda, hemos de dotarnos de 
medios, mecanismos y órganos que mantengan intactas las garantías procesales que se consagran en 
nuestro texto constitucional. Así lo hace constar el actual Fiscal General de Estado, el cual anuncia que 
"los derechos de los ciudadanos no pueden fiarse a la buena fe, al carisma o a la confianza personal que 
nos ofrezca una determinada persona, y mucho menos un cuerpo de funcionarios públicos, en lugar de 
fijar un sistema de garantías  basado, precisamente, en la interacción, en el control cruzado y en la 
exacta delimitación de funciones de cada uno de los intervinientes en el proceso."48
De este modo, encontramos en la exposición de motivos del Borrador del Código Procesal Penal de 
2013 la siguiente afirmación respecto del derecho de defensa: "el Código asegura el ejercicio del 
derecho de defensa en la fase de investigación, al prever la intervención de las partes en las diligencias 
acordadas por la Fiscalía, así como la posibilidad de impugnación frente al Tribunal de Garantías de los 
47 ORTELLS RAMOS, M., “Prólogo”. En “El Ministerio Fiscal como director de la investigación oficial en el proceso 
penal” (MARTÍN PASTOR, J., Ed. Publicaciones del Real Colegio de España, Bolonia. Zaragoza, 2005.) Pág. 19. 
48 TORRES DULCE, E., “Presente y futuro del Ministerio Fiscal”. En Foro – Sevilla, Antares, 24 de dic. 2012, Pág. 7 y 8. 




decretos del Ministerio Fiscal que puedan menoscabarlo".49 
En todo caso no solo se prevé la garantía del derecho de defensa, también de las restantes garantías 
presentes en el proceso penal, ya sean inherentes al encausado como a la víctima, y todo ello por seguir 
las exigencias estipuladas respecto a los Tratados y Convenios Internacionales que versan sobre la 
materia, así como la jurisprudencia creada por del Tribunal Europeo de Derechos Humanos, Tribunal 
Constitucional y Tribunal Supremo. 
Pero como sabemos, existe un precedente cercano a este Borrador, el Anteproyecto de la Ley de 
Enjuiciamiento Criminal de 2011, donde se prevé de igual modo, la existencia de un Juez de garantías, 
que se encarga de controlar la investigación efectuada por el Fiscal, un Juez de la audiencia preliminar 
que determina si existen elementos suficientes para sostener la acusación y el Juez o Tribunal que 
finalmente juzgará la causa. Así las cosas, el proceso de investigación está controlado por el Juez y el 
Ministerio Fiscal será el director del mismo, que en su actuación estará sujeto -por imperativo 
constitucional- a los principios de legalidad e imparcialidad. En todo caso, se crea una figura 
individualmente determinada de "Fiscal responsable de la investigación" con miras a ser sujeto de las 
posibles exigencias de responsabilidad personal. 
El Juez de Garantías tiene encomendadas, pues, una serie de competencias: (a) controlar la 
investigación; (b) autorizar las diligencias que afecten o restrinjan derechos fundamentales; (c) 
garantizar el derecho a la tutela judicial efectiva -artículo 24 de la Constitución Española-; (d) y ser el 
sujeto de recepción de los recursos que pudieran plantear tanto el encausado como la víctima, cuando el 
Fiscal denegase o archivase alguna denuncia o querella, o bien cuando la defensa interesase la practica 
de alguna diligencia y el Fiscal la denegase.50 
Es por ello que, llevar a la práctica la implantación de este nuevo modelo de investigación, sólo es 
posible “sometiendo al responsable del Ministerio Fiscal al escrutinio de la injusticia de su decisión de 
no perseguir o investigar una acción delictiva y ello al margen de que la última palabra la deberá tener 
                                                 
49 Borrador del Código Procesal Penal, Exposición de motivos, I. Introducción. 2013. Pág. 2. 
 
50 LÓPEZ Y LÓPEZ, E., “El nuevo proceso penal, la investigación del Ministerio Fiscal VS. Abogado de la defensa, el juez 
encargado del control de la acción penal.”  En Diario La Ley. Ed. La Ley. Núm. 7987, 19 dic. 2012. Pág. 5. 




intraprocesalmente el Juez de Garantías.” 51 
 4.2. Poder Ejecutivo VS. Ministerio Fiscal 
En todo caso, la controversia que más ampollas suscita y que ha sido el debate que ha retrasado la 
implantación de esta reforma en nuestro Estado, ha sido, sin duda, la dependencia respecto del Poder 
Ejecutivo; pues se venía alegando la inexistencia de garantías en una investigación imparcial por la 
posición orgánica de éste. La vinculación histórica con el Poder Ejecutivo genera una percepción de 
desconfianza. 
La independencia es difícilmente predicable respecto de la Fiscalía, así se desprende del tenor literal del 
artículo 124.2 de la Constitución Española, que predica como esenciales los principios de unidad y 
dependencia jerárquica, con sujeción a los de legalidad e imparcialidad,52 así como su falta de 
inamovilidad, característica ésta exigida como imprescindible para el ejercicio de la función 
jurisdiccional por la inmensa mayoría de la doctrina nacional y extranjera. Precisamente de su falta de 
independencia, se deduce que, aunque sea parte procesal, ha de actuar conforme a los principios 
constitucionalmente consagrados de imparcialidad y de legalidad. Por lo tanto, su investigación ha de 
estar refrendada por resoluciones motivadas y sometidas a un control de responsabilidad tanto 
intraprocesal como extraprocesal. 
La preocupación esencial reside en situar al Fiscal en una posición de imparcialidad real. Una de las 
medidas más significativas ha sido la reforma del sistema de designación del Fiscal General de Estado, 
orientado a garantizar esa imparcialidad del Fiscal, y ello se consiguió haciendo intervenir al 
parlamento, así como fijando un plazo determinado para su mandato, objetivando una serie de causas 
tasadas de cese y singularizando las partidas presupuestarias dedicadas al Ministerio Fiscal. Ahora bien, 
sigue siendo uno de los argumentos que los detractores de esta reforma alegan con más ahínco, pues 
                                                 
51 LÓPEZ Y LÓPEZ, E., “El nuevo proceso penal, la investigación del Ministerio Fiscal VS. Abogado de la defensa; el juez 
encargado de la acción penal”. En Diario la Ley. Ed. La Ley. 19 de dic. 2012, Núm. 7987. Pág. 5. 
 
52 Constitución Española 1978 
 “Artículo 124: 
 
 2. El Ministerio Fiscal ejerce sus funciones por medio de órganos propios conforme a los principios de unidad de 
actuación y dependencia jerárquica y con sujeción, en todo caso, a los de legalidad e imparcialidad." 




junto con esta dependencia ad extra, nos enfrentamos a otra dependencia jerárquica ad intra, la 
establecida entre los fiscales y el Fiscal General del Estado, de ahí que esta dependencia genere recelos y 
suspicacias sobre la imparcialidad en asuntos donde se vean afectados intereses gubernamentales.   
Lo idóneo es encontrar el equilibrio necesario entre la relación del Ministerio Fiscal con el Poder 
Ejecutivo y una autonomía operativa, así como las garantías precisas frente a órdenes incompatibles con 
su deontología. 
Así las cosas FLORES PRADA entiende que "en el nuevo Estado social ya no hablaríamos de un fiscal 
dependiente o adherido a alguno de los tres poderes del Estado, sino de un órgano constitucional con 
autonomía funcional, cuya naturaleza de órgano de garantía y de defensa imparcial de la legalidad, 
resulte plenamente compatible con una colaboración en grandes líneas, de política criminal defendidas 
por el Gobierno."53 
FLORES PRADA, hace referencia al Ministerio Fiscal como un órgano constitucional con autonomía 
funcional, lo cual, él mismo cataloga como "un punto intermedio entre la independencia absoluta y la 
subordinación". Si bien entiende, que autonomía funcional no es lo mismo que autonomía política. 
I. Autonomía política: define la autonomía política como el ámbito de decisión política que atañe al 
Gobierno, donde éste estipula los criterios y prioridades generales de la política criminal para el ejercicio 
de la acción penal. Es su ámbito de decisión política, esgrimido del artículo 97 de la Constitución 
Española. 
II. Autonomía funcional: la identifica con la ejecución de esa política criminal forjada por la 
actividad del Gobierno, y que le corresponde al Ministerio Fiscal, por ser una institución con 
competencias exclusivas para ello; esto es, su ámbito de indemnidad garantizado por los principios de 
legalidad e imparcialidad -artículo 124 de la Constitución Española-. 
Para FLORES, esta distinción no es otra cosa que el reflejo “de un sistema de equilibrio, pesos y 
contrapesos, en virtud del cual el Ministerio Fiscal actúa como filtro y garantía de legalidad de la 
ejecución de la política criminal diseñada por el Gobierno.” Por lo tanto, el Ministerio Fiscal ejecutará 
                                                 
53 FLORES PRADA, I., “Algunas reflexiones sobre la naturaleza jurídico-política del Ministerio Fiscal en España”. En 
Estudios Jurídicos. Núm. 2084. Pág. 7. 




sólo aquella política criminal que se encuentre dentro de los márgenes de la legalidad. 
De otro lado FLORES considera que el Poder Ejecutivo y la facultad de designar al Fiscal General del 
Estado, tiene un carácter instrumental que garantiza la aplicación uniforme y homogénea de los criterios 
de política criminal fijados por el Gobierno. 
Por último, señala que las instrucciones que el Gobierno dirija al Ministerio Fiscal han de ser generales y 
positivas, de orientación y actuación; prohibiendo las intromisiones de carácter particular o negativo, 
con ánimo de entorpecer la investigación o el sentido de la acusación. Todo ello, con miras a proteger 
adecuadamente la objetividad e imparcialidad que le es encomendada constitucionalmente al Ministerio 
Fiscal.54 
Se puede deducir, pues, de estas líneas que nos preceden que, en cuanto se articule la pretendida 
reforma, no vamos a estar carentes de elementos de control que hagan eficaz el enjuiciamiento. 
Debemos esclarecer la existencia de una relación equilibrada entre el Ministerio Fiscal y el Poder 
Ejecutivo y fundamentar esta reforma en base a que aquella relación constituye un elemento más de 
control y en la que debemos depositar una confianza jurídico-política; tal y como se desprende en 
nuestros vecinos europeos. 
 
 
                                                 
54 FLORES PRADA, I., “Algunas reflexiones sobre la naturaleza jurídico-política del Ministerio Fiscal en España”. En 
Estudios Jurídicos. Núm. 2084. Pág. 20 a 23. 






 Llegados a este punto conviene destacar algunas de las conclusiones principales colegidas a la luz de la 
línea de investigación realizada conforme a la propuesta de reforma del quehacer del Ministerio Fiscal 
en el procedimiento penal, concretamente en la fase de instrucción/investigación. 
Apuntábamos en un principio que el papel protagonista de la fase de instrucción/investigación 
corresponde actualmente al Juez de Instrucción. Ello no impide que el Fiscal interactúe en dicha fase. De 
esta manera, el panorama que presenta esta fase pre-procesal, es aquél basado en un principio 
acusatorio-mixto, que en la actualidad está bajo mínimos –si se me permite tal expresión coloquial-. La 
lentitud que se vislumbra en cuanto a la instrucción/investigación de un hecho punible, vulnera el 
Derecho Fundamental a una tutela judicial efectiva sin dilaciones indebidas (artículo 24 de la 
Constitución Española), que no trae más causa que la dualidad de papeles que se describen en esta fase, 
encomendado uno de ellos al Juez Instructor y otro al Fiscal. 
Así las cosas, el hecho de otorgar al Fiscal la dirección de la fase de instrucción/investigación, no trae 
consigo más que consecuencias positivas. Ahora bien, dicha reforma necesita imperantemente de 
numerosos recursos sustanciales y formales para llevarla a la práctica. La situación actual de nuestro 
Estado no es la más proclive para ello. Esta sería la única consecuencia negativa que haría sombra al 
resto de argumentos esgrimidos a favor. 
Es por ello, que la mayoría de la doctrina ha forjado y empuñado una profunda reforma de la justicia 
penal en nuestro país, utilizando como argumento a favor, entre otros,  el Derecho Comparado. Nuestros 
allegados europeos han constituido un sistema de justicia procesal penal basado en un principio 
acusatorio puro, donde el papel principal lo desarrolla el Fiscal por ser éste, el director de la fase de 
instrucción/investigación. Se relega al Juez la función garantista, en cuanto que intervendrá en esta fase 
para autorizar aquellas medidas limitativas de Derechos Fundamentales y, en última instancia, estudiará 
la propuesta de archivo de la causa o apertura del juicio principal, evitando así que el Fiscal no actúe 
conforme a los principios que le son inherentes a su actividad.  
La analogía de dichos elementos de control europeos se plasmaría en nuestro Estado Español conforme 




a la labor desempeñada por el Tribunal de Garantías, que nos lleva a afirmar que el Fiscal no dispone de 
un poder amplio y absoluto, sino que está sometido a la intervención del Juez de Garantías en la fase de 
instrucción/investigación, con fines u objetivos de salvaguarda del conjunto de garantías procesales de 
que son titulares todos los sujetos intervinientes en dicha fase. 
En última instancia, pero no por ello menos importante, la relación estructurada entre el Ministerio 
Fiscal y el Poder Ejecutivo, trae numerosos quebraderos de cabeza y es uno de los puntos que con más 
ahínco ha ralentizado y pospuesto la pretendida reforma que venimos estudiando a lo largo del texto. Sin 
embargo, si observamos el panorama Europeo, la mayoría de los países que tienen integrado este modelo 
de instrucción/investigación depositan, conforme a esta situación, una confianza jurídico-política que se 
traduce en un elemento de control real y efectivo. 
Personalmente, he de declararme parte de aquella doctrina que aboga por la construcción de este modelo 
de instrucción/investigación, fundamentado en un sistema de justicia penal basado en el principio 
acusatorio puro y cuyo director se personifica en la figura del Fiscal. Presenta grandes ventajas que 
harán más efectivo el cumplimiento de los Derechos Fundamentales de todos los ciudadanos –
especialmente los recreados en el artículo 24 de la Constitución Española-, y donde no faltará -como 
hemos visto- la interacción de determinados mecanismos de control que reforzarán el conjunto de 
garantías procesales presentes en la fase sometida a debate. 
Por último, no puedo acabar este trabajo sin reafirmar que esta transformación ha de hacerse sin 
escatimar en medios, pues estamos poniendo en juego uno de los pilares fundamentales de cualquier 
Estado social y democrático de Derecho que se precie de serlo, la Justicia. Por lo que, si no es posible 
articularla de inmediato, será acertado esperar a que los recursos económicos sean abundantes y, en todo 
caso, suficientes. Y todo ello porque no estamos ante una simple y laxa reforma de la justicia penal 
española, sino ante un cambio más que sustancial y profundo de la misma.  
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La manera más acertada de poder observar el impacto profesional, la aceptación o la negativa a estos 
pretendidos cambios en el Código Procesal Penal, no es otra que la opinión que de ello puedan tener los 
verdaderos protagonistas, los miembros del Ministerios Fiscal. Es por ello que, aprovechando mi 
elección de realizar el Practicum de la Universidad Carlos III de Madrid en la Fiscalía General del 
Estado, me he tomado la libertad de recoger algunas de dichas objeciones a modo de entrevistas, son las 
que siguen: 
 
 Entrevista realizada a D. Javier Sarriá Pueyo, fiscal perteneciente a la Fiscalía de Área de 
Móstoles. 
1. ¿Considera fundamental, esencial y, sobretodo, suficiente su papel en el procedimiento 
penal actual? 
El papel del fiscal en la actualidad, evidentemente, es esencial porque su intervención tal y como está 
estipulada en la legislación actual es imprescindible para controlar la actividad del juez y, sobretodo, 
para realizar ciertos actos procesales que sin su intervención no sería necesario. 
¿Suficiente?, yo creo que no es un problema de suficiencia porque efectivamente en la medida en que 
existe un juez de instrucción, la investigación ya se está llevando a cabo por una autoridad que está por 
encima de la policía que es el juez de instrucción; por lo tanto desde ese punto de vista, el modelo actual 
si es suficiente. Cosa distinta es que esa intervención sea mejorable, o que deba modificarse el propio 
sistema, que sin embargo ha valido y ha dado sus frutos durante más de 130 años, no obstante el modelo 
actual está agotado. 
No se trata tanto de que el fiscal intervenga suficientemente, lo que probablemente hay que preguntarse 
es que si este modelo es eficaz, si la doble intervención de juez y fiscal en la instrucción es eficaz 
conforme a la duplicidad de actuaciones. 
2. Hasta ahora la instrucción se llevaba a cabo por el juez instructor y eran ustedes, los 




fiscales, los encargados de supervisar el cumplimiento de todas las garantías en ese proceso de 
investigación, ¿Ha tenido hasta el momento alguna experiencia desafortunada por falta de 
entendimiento o de compenetración entre usted y el juez de instrucción competente al efecto? 
Verdaderamente son experiencias concretas. 
La Ley de Enjuiciamiento Criminal, ciertamente, no obliga a que las diligencias instructoras interesadas 
por el fiscal sean necesariamente acordadas por el juez. Si deben ser acordadas cuando se ha dictado ya 
auto de procedimiento abreviado y se pasa al trámite que está previsto en el artículo 780 de la Ley de 
Enjuiciamiento Criminal, bien para calificar, bien para interesar sobreseimiento o bien para pedir 
diligencias complementarias, y en estos casos si el fiscal las interesa el juez está obligado por Ley a 
acordarlas. Fuera de eso, antes de seguir ese trámite, no es obligatorio. 
Ahora bien, atendiendo a mi experiencia personal, nunca me han denegado una diligencia instructora, 
esté o no mejor instruida la causa por el juez. El problema es, una vez más, la duplicidad, el hecho de 
que dos personas estén instruyéndose permanentemente el mismo procedimiento, que es probablemente 
lo que representa la ineficacia del modelo. 
3. ¿Qué ventajas ve usted en la reforma que se pretende de la Ley de Enjuiciamiento 
Criminal? 
En primer lugar, se optimizan los recursos humanos, porque hay que tener en cuenta que prácticamente, 
cada resolución que dicta un juez de instrucción tiene que ser posteriormente examinada por el fiscal, 
para lo que se llama visto, si el fiscal está conforme concede el visto, de lo contrario ha de recurrir, por 
lo que son trabas que vienen a afirmar que no dejan de ser dos personas las que constantemente están 
estudiándose y actuando en el mismo procedimiento. En ese sentido, una sola intervención, y siempre 
con el respaldo de un Tribunal de Garantías, al que solo se acudirá en los casos en que existe una 
acusación particular o bien cuando una defensa pueda no estar de acuerdo con las decisiones acordadas 
por el fiscal, y por supuesto, para las intromisiones en derechos fundamentales que siempre han de ser 
acordadas por éste, será mucho más eficaz. 
Pero por otro lado, hay una cosa fundamental, que ya no es tanto decir que no tienen que intervenir dos 
personas, ¿Por qué la instrucción llevada a cabo por el fiscal va a ser seguro más eficaz que la 
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instrucción llevada a cabo por un juez instructor? Por una razón muy concreta, el juez de instrucción no 
va a juicio. El problema que tienen muchos jueces de instrucción es que, una vez que considerar más o 
menos acreditados los hechos y determinada la responsabilidad en ellos, concluyen la instrucción y dan 
paso de las investigaciones para calificación. Pero el problema es que quien no va a juicio no sabe lo que 
se va a exigir para considerar acreditados los hechos, es un problema fundamentalmente de prueba, y 
claro el juez de instrucción no está acostumbrado a enfrentarse con eso y de hecho en el día a día cuando 
uno habla con un juez de instrucción, éstos preguntan por casos que han llevado y que se han resuelto 
con una absolución y no entienden que haya llegado a ese fin con todo el trabajo que para ellos supuso, 
hay que explicarles una vez más que no es lo mismo investigar y que ellos lo vean todo claro, que luego 
llegar y demostrar eso con los principios de presunción de inocencia, indubio pro reo, etc. La prueba 
tiene que estar bien atada, y en cuestiones de prueba los jueces de instrucción no miran y ese es uno de 
los hándicap que tenemos; al no ir a juicio dejan muchas veces la instrucción de mala manera. 
En realidad es una reforma muy acertada, que responde a la lógica común y en la que se ha adaptado 
todo el derecho comparado. 
4. Por el contrario, ¿Observa usted alguna desventaja o inconveniente?
Existen los inconvenientes de una reforma que es la más profunda de España, desde la primera Ley de 
Enjuiciamiento Criminal de 1885. Hay que pensar que todo ello requiere una modificación de la Ley de 
planta, del Código Procesal Penal, por supuesto del Código Penal; modificación de la normativa 
orgánica del Ministerio Fiscal, plantillas de funcionarios, edificios judiciales, etc. 
La reforma de la justicia penal es total y absoluta, no se trata de una modificación o de una nueva ley 
que esencialmente encomienda a los fiscales la instrucción, es que se reforma de un modo tan profundo 
que, obviamente, eso exige mucho esfuerzo, mucho trabajo, mucho tiempo, una buena planificación y 
disponibilidad de medios materiales, es decir, dinero, que estos momentos no parece que haya, 
esperemos que dentro de uno años cuando esto se ponga efectivamente en vigor haya dinero, porque sin 
dinero, desde luego, esta reforma es imposible, mejor que dejen las cosas como están por que como lo 
intenten hacer con precariedad de medios, nos cargamos la justicia y se queda peor de lo que está. Es 
preferible que esto se haga cuando haya disponibilidad presupuestaria.  




La idea es muy buena pero se ha decido hacerla cuando menos medios hay, de momento es un borrador 
pero no es todavía anteproyecto, sería idóneo que se tramitase ahora y que se fijase una vacatio legis, no 
de 3 años, sino de 5 años; pero llevar a efecto la reforma antes de que entre en vigor, para que el día que 
entre en vigor esté todo preparado y por supuesto, ello conlleva años de inversión, por lo que una 
vacatio legis más duradera sería más razonable para que se pudiera invertir en las reformas necesarias. 
Lo que tradicionalmente se ha puesto en duda es la conveniencia de una reforma de este sentido, hay que 
pensar que en los últimos 25 años cada reforma procesal de cierta importancia que se ha introducido iba 
encaminada a conceder la instrucción al fiscal. La Ley Orgánica 7/88, que es la que tienen los juzgados 
de lo penal y el procedimiento abreviado, esa ley, su anteproyecto preveía la atribución de la instrucción 
en ese procedimiento, que es con el que se tramitan el 95% de las causan penales, a los fiscales, pero 
finalmente por diversas razones no se implantó y se siguió ejerciendo el mismo modelo que hasta 
entonces. 
De otro lado, a diferencia de los jueces que son plenamente independientes, el Ministerio Fiscal es un 
órgano de constitución jerárquica sometido al principio de unidad de actuación y de dependencia 
jerárquica que significa que, efectivamente, el Fiscal General del Estado, como ha ocurrido 
recientemente en la Audiencia Nacional, puede dar una orden directa a cualquier fiscal disponiendo lo 
que crea conveniente al respecto. Y no hay que olvidar que el Fiscal General del Estado lo designa el 
Gobierno, entonces esto necesitaría que se dotase a todos y cada uno de los fiscales de la suficiente 
autonomía como para verse libre de intromisiones por parte de superiores jerárquicos en cuestiones no 
estrictamente jurídicas.  
Otro de los aspectos negativos es el corto plazo de los 6 meses para instruir, transcurrido el cuál, la causa 
que no esté instruida debe ser archivada, y aunque nos doten de los mecanismos más eficientes y 
eficaces eso será imposible, se archivará multitud de causas. 
5. ¿Cuáles cree que son las medidas de control más efectivas para garantizar el control del 
proceso penal? 
Precisamente está el Tribunal de Garantías. La defensa siempre va a estar en el procedimiento, 
acompañada de la acusación particular, si la hay, que en todo caso se reconocerá víctima del delito, por 
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lo tanto, la mayoría de los delitos tienen una víctima concreta y determinada que se podrá personar, y 
luego en los caso más limitados en los que se reconoce la acción popular, la acusación particular siempre 
puede acudir frente a las decisiones acordando diligencias o negando diligencias de archivo del fiscal, 
ante el Tribunal de Garantías. Este será el órgano que controlará la legalidad de la actuación del fiscal en 
la instrucción. 
6. ¿Ha podido usted desempeñar sus funciones de fiscal en otro país perteneciente a la Unión
Europea que ya tenga implantado este modelo de instrucción? ¿Y en otro país no perteneciente a 
la Comunidad Europea? ¿Cómo fue la experiencia, favorable o desfavorable? 
Personalmente no he tenido ningún contacto, pero en la Unión Europea todos los países lo tienen, el 
hecho es un anacronismo, somos la excepción de la excepción. 
El problema es que la reforma que se propuso hace 25 años debería haberse introducido entonces y no 
esperar a ahora, pues antes había menos jueces, menos fiscales, menos procedimientos; cuanto más 
grande es la estructura más complicado es luego reorganizarla. 
En todo caso, creo que la experiencia debe ser positiva en todos los lados porque se ha extendido como 
la pólvora. 
 Entrevista realizada a Doña Esmeralda Rasillo López, Fiscal de la Unidad de Apoyo de la
Fiscalía General del Estado: 
1. ¿Considera fundamental, esencial y, sobretodo, suficiente su papel en el procedimiento
penal actual? 
Las funciones del Ministerio Fiscal en el proceso penal son esenciales  en un Estado de Derecho. El 
artículo 124 de la Constitución Española atribuye al Ministerio Fiscal la defensa de la legalidad, la tutela 
de los derechos de los ciudadano y  la defensa de  del interés social tutelado por la Ley.  Los principios 
de legalidad  e imparcialidad rigen su actuación. Ello supone  que el Fiscal debe acomodar su posición 
procesal conforme a los mismos. Así,  iniciado un procedimiento penal en averiguación de unos hechos 
presuntamente delictivos y su autor, el Fiscal ejercitará o no la acción penal valorando la existencia de 




prueba suficiente para  determinar si formula acusación, solicita el sobreseimiento de la causa o solicita 
la absolución en los supuestos que la acción penal es ejercitada por una acción particular o popular y el 
Fiscal  considera que no existen elementos suficientes para acusar a una persona o personas. 
El principio de unidad de actuación del Ministerio Fiscal es un mecanismo de seguridad jurídica por 
cuanto implica que los Fiscales de todo el Estado actúan con unas mismas pautas con objeto de dar la 
misma respuesta jurídico penal a los mismos supuestos de hecho. Los instrumentos a través de los cuales 
el Fiscal General imparte estas pautas son las Circulares, Consultas e Instrucciones. 
Sin embargo considero que la actual legislación procesal penal española es obsoleta porque mantiene el 
sistema inquisitivo con figura del Juez de Instrucción. 
2. Hasta ahora la instrucción se llevaba a cabo por el juez instructor y eran ustedes, los 
fiscales, los encargados de supervisar el cumplimiento de todas las garantías en ese proceso de 
investigación, ¿Ha tenido hasta el momento alguna experiencia desafortunada por falta de 
entendimiento o de compenetración entre usted y el juez de instrucción competente al efecto? 
No he tenido nunca ningún problema con los Jueces de Instrucción con los que he trabajado. Las 
discrepancias jurídicas que he podido mantener se han encauzado a través de los recursos previstos en la 
Ley y la relación siempre ha sido de pleno respeto a la posición en el proceso de cada uno. 
3. ¿Qué ventajas ve usted en la reforma que se pretende de la Ley de Enjuiciamiento 
Criminal? 
El sistema inquisitivo español es obsoleto y ajeno a la mayoría de las legislaciones de nuestro entorno. 
La figura del Juez que debe garantizar derechos pero que  la vez adopta decisiones sobre la libertad, 
bienes  etc. sobre el mismo material probatorio que él mismo ha acordado y dirigido es difícilmente 
sostenible en el momento actual. 
Creo que gran parte de las distorsiones que  presenta el sistema procesal penal español tienen su origen 
en esta configuración que ha tenido sucesivas reformas. La más significativa fue la motivada por  la 
Sentencia del Tribunal Constitucional en Pleno, de 12 de julio (RTC 1988\145) en la  que analizando el 
derecho a un juez imparcial, se declaró la inconstitucionalidad de preceptos de la LECrim. Ello  dio 
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lugar a la creación de los Juzgados de lo Penal en la reforma operada por la Ley Orgánica 7/1988, de 28 
de diciembre. Con anterioridad el propio Juez de Instrucción que tomaba declaración al detenido y 
acordaba medidas cautelares en delitos menos graves, era el  competente para enjuiciar y sentenciar  este 
mismo asunto. 
Otra reforma muy importante en base al derecho al juez imparcial fue la reforma sobre la prisión 
provisional. El Ministerio Fiscal o alguna de las partes acusadoras debe solicitar esta medida para que el 
Juez pueda acordarla. Anteriormente el propio Juez de Instrucción acordaba de oficio. 
Por tanto el Fiscal Instructor es una concepción fundamental para el derecho al Juez imparcial. 
4. Por el contrario, ¿Observa usted alguna desventaja o inconveniente?
Estoy estudiando el borrador de Código procesal penal  y el borrador de la Ley de Planta por lo que no 
tengo formada una opinión total hasta que termine su estudio completo. 
Como líneas generales, creo que esta reforma no es adecuada porque se decanta de manera dubitativa 
por el Fiscal instructor y complica la toma de decisiones. 
Estos borradores son contradictorios entre sí en muchos puntos y no van acompañados ni de 
disposiciones adicionales o transitorias muy importantes para una reforma de este calado. Tampoco de 
una memoria económica que es imprescindible para una adecuada puesta en marcha de las pretendidas 
reformas. 
5. ¿Cuáles cree que son las medidas de control más efectivas para garantizar el control del
proceso penal? 
Las medidas  en este sentido son diversas. 
En primer lugar una configuración clara y ágil del proceso penal de forma que entre el acontecimiento 
del hecho delictivo y  la sentencia medie un plazo razonable. 
En segundo lugar, un eficaz sistema de recursos. En la actualidad el recurso de apelación cuando es una 
sentencia absolutoria ha quedado vacío de contenido en la mayor parte de los supuestos. 
El recurso de casación precisa una reforma integral. 




Por otro lado es preciso determinar si todas las faltas que están tipificadas como tales deben seguir en el 
Código penal. El ingente trabajo que las faltas suponen para los Juzgados y Fiscalías en la actualidad 
restan recursos humanos y materiales para  la persecución de hechos delictivos de mayor entidad. 
También es preciso un sistema informático de juzgados y fiscalías que se comuniquen entre sí y en el 
caso de la Fiscalía a nivel del todo el Estado. En la actualidad existen múltiples sistemas de gestión 
procesal dependiendo de cada territorio que no se comunican entre sí. 
6. ¿Ha podido usted desempeñar sus funciones de fiscal en otro país perteneciente a la Unión 
Europea que ya tenga implantado este modelo de instrucción? ¿Y en otro país no perteneciente a 
la Comunidad Europea? ¿Cómo fue la experiencia, favorable o desfavorable? 
En primera persona no. No obstante, conozco por Fiscales de otros países europeos y americanos 
(Panamá) el funcionamiento del fiscal instructor y la opinión que pude formarme es muy positiva. 
 
• Entrevista realizada a Doña Helena Prieto González, Fiscal de la Unidad de Apoyo de la Fiscalía 
General del Estado: 
1. ¿Considera fundamental, esencial y, sobretodo, suficiente su papel en el procedimiento 
penal actual? 
El papel que actualmente tiene el Ministerio Fiscal en el procedimiento penal produce a mi juicio ciertas 
ineficiencias en la tramitación del procedimiento.  Aunque el Fiscal ostenta "la alta inspección de los 
sumarios" lo cierto es que es el juez de instrucción el que practica las diligencias con las que luego el 
Fiscal ha de defender su acusación en juicio y en muchas ocasiones el material probatorio recopilado por 
el juez de instrucción no se ajusta a las necesidades de la acusación. Esto provoca recursos del Fiscal 
ante las actuaciones del Juez Instructor que retrasan la investigación. Sin meternos en mayores análisis 
parece que sería lógico que siendo el Fiscal el que va a sostener la acusación, sea también él el que 
recopile el material probatorio a utilizar para fundamentarla. Considero, por tanto, que no es suficiente el 
papel actual del Fiscal y que debería atribuírsele la instrucción, como en todos los países de nuestro 
entorno cultural, ya que el antiguo sistema inquisitorial, sólo sobrevive en una pequeña parte 




insignificante en el Derecho procesal francés. 
2. Hasta ahora la instrucción se llevaba a cabo por el juez instructor y eran ustedes, los 
fiscales, los encargados de supervisar el cumplimiento de todas las garantías en ese proceso de 
investigación, ¿Ha tenido hasta el momento alguna experiencia desafortunada por falta de 
entendimiento o de compenetración entre usted y el juez de instrucción competente al efecto? 
Como decía anteriormente los desacuerdos son frecuentes, provocan constantes recursos y ralentizan la 
instrucción. 
3. ¿Qué ventajas ve usted en la reforma que se pretende de la Ley de Enjuiciamiento 
Criminal? 
Si la reforma confía en el Fiscal como instructor, la tramitación de los procedimientos será más eficiente 
y el principio de unidad de actuación de los Fiscales, garantizará la uniforme aplicación de los tipos 
penales. Además, conseguiremos la buscada homogeneización con los países de nuestro entorno, lo cual 
es especialmente relevante, dada la cada vez mayor importancia de la delincuencia transnacional. 
4. Por el contrario, ¿Observa usted alguna desventaja o inconveniente? 
Haciendo abstracción de los borradores que están ahora mismo sobre la mesa y sobre los que tengo una 
impresión negativa porque no confían realmente en el Fiscal como instructor y crean un Fiscal 
investigador sometido al constante control del Juez de Instrucción, las dificultades que existen son sobre 
todo operativas y de implementación del sistema.  
El nuevo sistema requiere de cambios organizativos y tecnológicos que exigen un compromiso 
presupuestario que en el momento actual es difícil de obtener.  
5.  ¿Cuáles cree que son las medidas de control más efectivas para garantizar el control del 
proceso penal? 
Las medidas más efectivas son el reparto de papeles de manera que se consiga un auténtico power 
balancing. Si el Fiscal investiga y recopila todo el material probatorio para sustentar la acusación, debe 
existir un juez de garantías que autorice aquellas medidas investigadoras que vulneren derechos 
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fundamentales y un juez diferente que se encargue del enjuiciamiento. 
6. ¿Ha podido usted desempeñar sus funciones de fiscal en otro país perteneciente a la 
Unión Europea que ya tenga implantado este modelo de instrucción? ¿Y en otro país no 
perteneciente a la Comunidad Europea?  ¿Cómo fue la experiencia, favorable o desfavorable? 
Sí, lo he hecho. En Europa he podido hacerlo en Alemania y fuera de Europa en Colombia. Ambos son 
países con un sistema acusatorio puro en que el Fiscal dirige la investigación y al equipo investigador. 
La experiencia fue satisfactoria al observar las ventajas que este sistema ofrece. 
